
4328 Viernes 20 mayo 2005 BOE núm. 120

artículos 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
17.5 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el 
que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para el 
Ejercicio de la Potestad Sancionadora y el artículo 22 del 
Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que 
se aprueba el Reglamento de la Ley de Ordenación de los 
Transportes Terrestres, habiéndose manifestado en este 
sentido el Tribunal Supremo en la sentencia de 22 de 
marzo de 1.994 a cuyo tenor:

‘‘¿Resulta contraproducente decretar una nulidad del 
acto que conllevaría una nulidad de actuaciones con la 
consiguiente reproducción de las mismas, para desembo-
car en idéntico resultado, lo que desaconseja la adopción 
de tan drástica medida, siguiendo la filosofía de que el de-
recho no es un fin en sí mismo, ni los trámites pueden 
convertirse en ritos sacramentales, disociados, tanto en su 
realización como en su omisión, de los efectos que produz-
can, toda vez que el culto a la forma ha de ser rendido en 
cuanto sirve de protección y amparo frente al ejercicio 
precipitado o desmedido de la potestad administrativa?’’.

Tercero.–Por otra parte la entidad recurrente conside-
ra que no procede sancionar a la empresa dada su ausen-
cia de participación en el hecho sancionado, imputable 
únicamente, según manifiesta, a los viajeros, a quienes 
no se les puede impedir que bajen del vehículo.

En relación con dicha alegación ha de ponerse de 
manifiesto que la misma resulta inadmisible toda vez que 
los artículos 138.1 de la Ley 16/1987 de 30 de julio, de 
Ordenación de los de los Transportes Terrestres y 194.1 
del Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el 
que se aprueba el reglamento de la citada Ley, establecen 
que la responsabilidad por las infracciones cometidas en 
materia de transportes o actividades sujetas a concesión o 
autorización administrativa, corresponde a las personas 
físicas o jurídicas titulares de la concesión o autoriza-
ción, resultando obvio que si el vehículo no realiza las 
paradas que no está autorizado a realizar según el título 
concesional, los viajeros no podrán bajar del vehículo en 
los lugares no autorizados a tal fin.

Cuarto.–Por último la entidad recurrente alega que se 
ha vulnerado el principio de presunción de inocencia re-
cogido en el artículo 24.2 de la Constitución Española y 
en el artículo 137.1 de la Ley 30/1992 de 26 de noviem-
bre. Sin embargo el Tribunal Supremo en sentencia de 26 
de julio de 1988 establece que ‘‘para la aceptación de la 
presunción de inocencia del artículo 24.2 CE no basta 
con su simple alegación cuando exista un mínimo de in-
dicios acusativos, siendo imprescindible una actividad 
probatoria por parte de quien trate de beneficiarse de ella, 
evitando el error de entender que ese principio presuntivo 
supone sin más una inversión de la carga de la prueba’’, 
actividad probatoria que en ningún momento ha sido lle-
vada a cabo por la mercantil recurrente, no destruyéndo-
se, por tanto, el valor probatorio del acta de inspección.

Quinto.–En consecuencia ha de ponerse de manifiesto 
que carecen de alcance exculpatorio los argumentos de la 
entidad recurrente por cuanto la Ley 16/1987, de 30 de 
julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres en su 
artículo 140. a), así como el Real Decreto 1211/1990,
de 28 de septiembre, por el que se aprueba el reglamento 
de la citada Ley en su artículo 197. a), tipifican como 
infracción muy grave los citados hechos, y el artícu-
lo 201.1 del citado Reglamento establece como sanción a 
tales infracciones multa de 230.001 (1.382,33 euros)
a 460.000 (2.764,66 euros) pesetas.

En su virtud, esta Secretaría General de Transportes, 
de conformidad con la propuesta formulada por la Subdi-
rección General de Recursos ha resuelto:

Desestimar el escrito de impugnación deducido, por d. 
Luis Ramos Mangas en nombre y representación de la 
entidad mercantil Zamorana de Transportes, S. A., contra 
resolución de la Dirección General de Transportes por 
Carretera de fecha 15 de diciembre de 2.000 (expte:
n.º IC/02410/2000), resolución que se declara subsistente 
y definitiva en vía administrativa.

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses desde el día 
siguiente al de su notificación.

La referida sanción deberá hacerse efectiva dentro del 
plazo de quince días hábiles a partir del siguiente al de la 
notificación de la presente resolución, transcurrido el 

cual sin haber satisfecho la sanción impuesta en período 
voluntario, se exigirá en vía ejecutiva, según lo estableci-
do en los artículos 146.4 de la LOTT y 215 de su Regla-
mento de aplicación, incrementada con el recargo de 
apremio y en su caso, los correspondientes intereses de 
demora.

La multa impuesta deberá hacerse efectiva mediante 
ingreso o transferencia en la Cuenta Corriente del BBVA 
0182-9002-42, N.º 0200000470 - P.º de la Castellana, 67 
(Madrid), haciendo constar expresamente el número del 
expediente sancionador.»

«Examinado el recurso extraordinario de revisión inter-
puesto por D. Jesús Cabanillas Vadillo, contra resolución 
de la Subsecretaría del Departamento de fecha 6 de febrero 
de 2003, que desestimó el recurso de alzada interpuesto 
por el interesado frente a la resolución de la Dirección 
General de Transportes por Carretera de 12 de febrero de 
2001, que le sancionaba con multa de 400.000 ptas. 
(2.404,05 euros) por comisión de una infracción prevista 
en el art.º 140,b) de la Ley 16/87 de 30 de julio de Ordena-
ción de los Transportes Terrestres, al realizar una conduc-
ción continuada de 17 horas 56 minutos, el día 8/10 de 
mayo de 2000 con el vehículo matrícula T-6542-AM (Exp. 
N.º IC-3045/00); teniendo en cuenta los siguientes:

Antecedentes de hecho

1. La parte recurrente basa el recurso extraordinario 
de revisión en las mismas causas por las que interpuso el 
recurso de alzada, centrando sus alegaciones en la falta 
de notificación de la propuesta de resolución y ausencia 
del trámite de audiencia, que a su juicio le han generado 
indefensión, así como en la negación de los hechos.

2. El Órgano sancionador ha informado el presente 
recurso proponiendo su inadmisión.

Fundamentos de derecho

Primero.–El artículo 119.1 de la Ley 30/92, modifica-
do por la Ley 4/99, de 13 de enero establece que ‘‘el ór-
gano competente para la resolución del recurso podrá 
acordar motivadamente la inadmisión a trámite, sin nece-
sidad de recabar dictamen del Consejo de Estado u órga-
no consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando el 
mismo no se funde en alguna de las causas previstas en el 
ap. 1 del artículo anterior o en el supuesto de que se hu-
biesen desestimado en cuando al fondo otros recursos 
sustancialmente iguales’’.

Segundo.–Es doctrina reiterada del Consejo de Estado 
que dado el carácter excepcional del recurso extraordina-
rio de revisión, en que la finalidad es la impugnación de 
actos administrativo firmes, únicamente puede funda-
mentarse en alguna de las causas taxativamente enumera-
das en el art. 118.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y 
que han de interpretarse estrictamente, sin que pueda 
extenderse a supuestos distintos de los que dicho artículo 
señala.

Pues bien, en el caso que nos ocupa, no han aparecido 
documentos de valor esencial para la resolución del asun-
to que evidencien error en el resolución recurrida, ni se 
ha demostrado que al dictar ésta se haya incurrido en 
error de hecho, que resulte de los propios documentos 
incorporados al expediente, ni cualesquiera de las restan-
tes circunstancias reseñadas en el art. 118.1, por lo que, 
en base al art. 119 antes citado, se acuerda la inadmisión 
a trámite del presente recurso extraordinario de revisión.

Tercero.–La disposición adicional decimoséptima de 
la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcio-
namiento de la Administración General del Estado, atri-
buye la competencia para conocer del recurso extraordi-
nario de revisión al órgano administrativo que haya 
dictado el acto objeto de recurso.

En el presente caso, fue el Subsecretario de Fomento 
quien dictó la resolución del recurso de alzada, cuya revi-
sión pretende la parte recurrente, no obstante lo cual, te-
niendo en cuenta que el artículo 7 del Real Decre-
to 1474/2004, de 18 de junio, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Fomento, 
atribuye al Secretario General de Transportes las compe-
tencias que en materia de transportes por carretera co-
rrespondían con anterioridad al Subsecretario, haciendo 
depender jerárquicamente de aquella Secretaría General 
a la Dirección General de Transportes por Carretera, ór-
gano que dictó el acto originariamente impugnado, es 

forzoso concluir que corresponde conocer del presente 
recurso extraordinario de revisión a la Secretaría General 
de Transportes.

En su virtud, esta Secretaría General de Transportes, 
de conformidad con la propuesta formulada por la Subdi-
rección General de Recursos y el informe de la Abogacía 
del Estado, ha acordado inadmitir a trámite el recurso 
extraordinario de revisión interpuesto por D. Jesús Caba-
nillas Vadillo contra resolución de la Subsecretaría del 
Departamento de fecha 6 de febrero de 2003, que deses-
tima el recurso de alzada interpuesto contra resolución de 
la Dirección General de Transportes por Carretera de fe-
cha 12 de febrero de 2001, que le sancionaba con multa 
de 400.000 ptas. (2.404,05 €).

Contra esta resolución, que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses contados 
desde el día siguiente al de su notificación.».

Madrid, 29 de abril de 2005.–El Subdirector general 
de Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

 22.662/05. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificación de las resoluciones re-
caídas en los recursos administrativos n.º 1879/02 y 
231/04.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal al interesado conforme dispone el artículo 59.4 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación de lo dispuesto en el mis-
mo artículo, deben publicarse, a efectos de notificación, 
las resoluciones de los recursos de fechas 12 y 30 de no-
viembre de 2004, respectivamente, adoptadas por el Se-
cretario General de Transportes del Departamento, en los 
expedientes números 1879/02 y 231/04.

«Examinado el recurso de alzada formulado por D. 
Gerardo Díaz Fernández contra resolución de la Direc-
ción General de Transportes por Carretera de fecha 16 de 
mayo de 2002, que le sancionaba con multa de 240,00 
euros, por no guardar las interrupciones reglamentarias 
infringiendo el artículo 142.k) de la Ley de Ordenación 
de los Transportes Terrestres (Exp. n.º IC-206/2002).

Antecedentes de hecho

Primero.–Por la Inspección General del Transporte 
Terrestre dependiente de este Ministerio, se levantó acta 
de infracción contra el ahora recurrente en la que se hi-
cieron constar los datos que figuran en la citada resolu-
ción.

Segundo.–Dicha acta dio lugar a la tramitación del 
correspondiente expediente, en el que se han cumplido 
los trámites preceptivos, dictándose la resolución ahora 
recurrida.

Tercero.–Contra la expresada resolución interpone el 
interesado recurso en el que se niegan los hechos imputa-
dos y alega lo que estima más conveniente a la defensa de 
sus pretensiones y solicita la revocación del acto impug-
nado. Recurso que el órgano sancionador informa desfa-
vorablemente.

Fundamentos de derecho

1.  Los hechos sancionados se encuentran acredita-
dos a través de los documentos aportados por el propio 
interesado, los discos-diagrama, de los días, vehículo y 
conductor allí expresados. La interpretación de los mis-
mos se encuentra bajo la garantía de los servicios técni-
cos de este Departamento, a los cuales se presta confor-
midad, por lo que carecen de fundamento jurídico las 
alegaciones.

Así pues, carecen de alcance exculpatorio los argu-
mentos del recurrente, por cuanto la Ley 16/1987, de 30 
de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, ti-
pifica como infracción leve en el art. 142.k), los citados 
hechos, y no pueden prevalecer sobre la norma jurídica 
tales argumentos, por lo que el acto administrativo im-
pugnado se encuentra ajustado a Derecho, al aplicar co-
rrectamente la referida Ley y su Reglamento art. 199.l), 
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en relación con Reglamento 3820/1985, de 20 de diciem-
bre, de la Comunidad Económica Europea.

2.  Asimismo el recurrente alega que la resolución 
impugnada no ha tomado en consideración las alegacio-
nes formuladas durante la fase de instrucción del proce-
dimiento, afirmación que carece de fundamento por 
cuanto dichas alegaciones, en cumplimiento de la previ-
sión contenida en el artículo 211 del Reglamento de Or-
denación de los Transportes Terrestres, fueron examina-
das y valoradas por el inspector actuante, estimándose 
que las mismas carecían de relevancia al limitarse el re-
currente a negar la veracidad de los hechos denunciados 
sin aportar prueba alguna que desvirtuase el contenido 
del acta de inspección, la cual, tiene valor probatorio se-
gún establece el artículo 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún, el artículo 17.5 del Real Decreto 1398/1993, de 4 
de agosto, por el que se aprueba el Reglamento para el 
Ejercicio de la Potestad Sancionadora y el artículo 22 del 
Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que 
se aprueba el Reglamento de la Ley de Ordenación de los 
Transportes Terrestres.

3.  El procedimiento se ajusta, en todas sus fases,
a lo establecido en el Real Decreto 1772/1994, de 5
de agosto, por el que se adecuan determinados proce-
dimientos administrativos en materia de transporte a la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. Respecto a la alegación de la 
omisión del trámite de audiencia al interesado, ésta es 
conforme con lo dispuesto en el art. 19.2 del Real Decre-
to 1398/1993, de 4 de agosto, con el art. 212 del Real 
Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre y el art. 84.4 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, es decir, cuando no 
figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en 
la resolución otros hechos ni otras alegaciones que los 
aducidos por el interesado se podrá prescindir del trámite 
de audiencia al interesado. Además, en todo momento
se han respetado los derechos del interesado en el expe-
diente sancionador, tal como preceptúa el art. 135 de la 
Ley 30/1992, toda vez que el interesado formuló en su 
momento las oportunas alegaciones. Por tanto, no cabe 
admitir la indefensión cuando el hecho imputado no ha 
sufrido ninguna modificación a lo largo de la tramitación 
del expediente sancionador.

4. El recurrente sostiene que se ha vulnerado el prin-
cipio de presunción de inocencia recogido en el artícu-
lo 24.2 de la Constitución española y en el artículo 137.1 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Sin embargo, el 
Tribunal Supremo en Sentencia de 26 de julio de 1988 
establece que ‘‘para la aceptación de la presunción de 
inocencia del artículo 24.2 CE no basta con su simple 
alegación cuando exista un mínimo de indicios acusati-
vos, siendo imprescindible una actividad probatoria por 
parte de quien trate de beneficiarse de ella, evitando el 
error de entender que ese principio preventivo supone sin 
más una inversión de la carga de la prueba’’.

Hay que señalar en este sentido, que la infracción co-
metida se desprende del acta levantada por la Inspección, 
que tiene valor probatorio de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre; artículo 17.5 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de 
agosto, por el que se aprueba el Reglamento para el Ejer-
cicio de la Potestad Sancionadora y el artículo 22 del 
Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que 
se aprueba el Reglamento de la Ley de Ordenación de los 
Transportes Terrestres. Según este último ‘‘las actas e 
informes de los Servicios de Inspección harán fe, salvo 
prueba en contrario, de los hechos en ellos recogidos’’».

En su virtud, esta Secretaría General de Transpor-
tes, de conformidad con la propuesta formulada por la 
Subdirección General de Recursos, ha resuelto deses-
timar el recurso de alzada interpuesto por D. Gerardo 
Díaz Fernández contra resolución de la Dirección Ge-
neral de Transportes por Carretera de fecha 6 de mayo 
de 2002, la que se declara subsistente y definitiva en 
vía administrativa.

Contra la presente resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, cabe recurso contencioso - administrativo ante 
los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses, desde el 
día siguiente a su notificación.

La referida multa deberá hacerse efectiva dentro del 
plazo de quince días hábiles a partir del siguiente al de la 

notificación de la presente resolución, transcurrido el 
cual sin haber satisfecho la multa impuesta en período 
voluntario, se exigirá en vía ejecutiva, según lo estableci-
do en los artículos 146.4 de la L.O.T.T. y 215 de su Re-
glamento de aplicación, incrementada con el recargo de 
apremio y, en su caso, los correspondientes intereses de 
demora.

El pago de la multa impuesta se realizará mediante 
ingreso o transferencia en la Cuenta Corriente de BBVA 
0182-9002-42, n.º 0200000470-P.º de la Castellana, 67 
(Madrid), haciendo constar expresamente el número del 
expediente sancionador.»

«Examinado el recurso de alzada interpuesto por Don 
Rafael Santos Vela, en nombre y representación de 
Transportes Santos, S. A., contra la Resolución de la Di-
rección General de Transportes por Carretera de fecha 19 
de diciembre de 2003, que le sanciona con multa de 
300,00 euros por la comisión de una infracción grave, 
debido a la falta de conservación a disposición de la Ad-
ministración de los discos del tacógrafo, ya que se ha 
constatado la falta de discos correspondientes a un vehí-
culo de su propiedad, al no haber una concordancia entre 
los kilómetros finales e iniciales de los que sí se han 
presentado a requerimiento de los Servicios de Inspec-
ción, infracción tipificada en el artículo 141.q) de la Ley 
16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transpor-
tes Terrestres, y en el artículo 198.i) del Real Decreto 
1211/1990, de 28 de septiembre, que aprueba el Regla-
mento de esta Ley, y teniendo en cuenta los siguientes

Antecedentes de hecho

Primero.–Por la Inspección General del Transporte 
Terrestre, dependiente de este Ministerio, se levantó Acta 
de Inspección IC/1451/2003 de fecha 18 de julio de 2003 
contra el recurrente, en la que se hizo constar los datos 
que figuran en la resolución recurrida.

Segundo.–Dicha Acta dio lugar a la incoación del 
procedimiento sancionador el día 5 de septiembre
de 2003, comunicándose al interesado mediante notifica-
ción de denuncia el día 29 de septiembre de 2003.

Tercero.–Contra la citada resolución, cuya notifica-
ción tuvo lugar el día 29 de diciembre de 2003, el intere-
sado interpone recurso de alzada el día 27 de enero
de 2004, en el que alega la exención de responsabilidad 
en la comisión de la infracción, solicitando la anulación 
de la sanción impuesta.

Este recurso ha sido informado por el órgano sancio-
nador en sentido desestimatorio.

Fundamentos de derecho

Primero.–Alega el recurrente que en el presente caso 
se ha vulnerado el principio de tipicidad, regulado en el 
artículo 25 de la Constitución Española, y en el artícu-
lo 129 de la Ley 30/92, de 26 de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, ya que la infracción que se le imputa 
pretende tener su fundamento en un precepto, el artícu-
lo 141.q) de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordena-
ción de los Transportes Terrestres, que en modo alguno 
contempla los hechos sancionados. Consideraba ya en su 
escrito de alegaciones que las infracciones administrati-
vas no pueden tipificarse en un reglamento, como así 
ocurre en el presente caso, al regularse la infracción co-
metida en el artículo 198.i) del Real Decreto 1211/1990, 
de 28 de septiembre, que aprueba el Reglamento de la 
Ley Ordenación de los Transportes Terrestres.

Efectivamente, la garantía formal que exige una reser-
va de ley en materia sancionadora prohíbe la remisión al 
reglamento, puesto que las disposiciones reglamentarias 
de desarrollo podrán introducir especificaciones o gra-
duaciones al cuadro de infracciones, pero no constituir 
nuevas infracciones.

Sin embargo, cabe manifestar en contestación a la 
alegación formulada que el artículo 141 de la Ley de 
Ordenación de los Transportes Terrestres, en su apartado 
q) establece que se considerará infracción grave, ‘‘cual-
quier otra infracción no incluida en los apartados prece-
dentes, que las normas reguladoras de los transportes te-
rrestres califiquen como grave, de acuerdo con los 
principios del régimen sancionador establecido en el 
presente Capítulo’’, precepto que no habiendo sido obje-
to de recurso de inconstitucionalidad, se encuentra plena-
mente vigente.

En segundo lugar hay que hacer constar que, indepen-
dientemente de la consideración anterior, la conducta 
sancionada se encuentra tipificada también en el artículo 
198, i) del Reglamento de la mencionada ley, regulando 
como infracción grave: ‘‘La falta de conservación a dis-
posición de la Administración de los discos del tacógrafo 
en los términos previstos en la normativa vigente’’, ha-
biendo venido el R.O.T.T. a dar desarrollo a lo previsto 
en el Reglamento CEE 3821/85, de 20 de diciembre, 
concretamente al apartado segundo de su artículo 14 que 
establece que ‘‘La empresa conservará debidamente las 
hojas de registro durante un año por lo menos después de 
su utilización y facilitará una copia de las mismas a los 
conductores interesados que así lo soliciten. Las hojas 
deberán presentarse o entregarse cuando los agentes en-
cargados de control lo soliciten’’.

Conviene resaltar asimismo que el artículo 249 del 
Tratado de la Comunidad Europea dispone que los Re-
glamentos comunitarios ‘‘tendrán un alcance general’’, 
esto es, resultan de obligado cumplimiento para todos los 
Estados miembros de la Unión y sus ciudadanos, gene-
rando inmediatamente derechos y obligaciones en el 
marco de los ordenamientos nacionales. Serán, según 
dicho artículo ’’obligatorios en todos sus elementos y 
directamente aplicables a cada Estado miembro’’, inte-
grándose en el ordenamiento de los países miembros a 
partir de su publicación en el Diario Oficial de las Comu-
nidades Europeas, en la fecha que en el mismo se esta-
blezca o en su defecto a los 20 días de su publicación.

En consecuencia no puede ser aceptada, por carecer 
de fundamento jurídico, la alegación del recurrente, 
puesto que la conducta sancionada se encuentra tipifica-
da en norma sustantiva sancionadora de rango adecuado.

Segundo.–El recurrente alega también que la carencia 
de los discos no es imputable a la empresa, siendo el 
conductor el responsable de la pérdida de los mismos. 
Añade que al ser una infracción cometida directamente 
por el conductor la sanción debe ser impuesta al mismo.

Habida cuenta que, a tenor de lo dispuesto en el ar
tículo 138 de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordena-
ción de los Transportes Terrestres, los titulares de las 
autorizaciones de transporte son responsables de las in-
fracciones cometidas con ocasión de la realización de 
transportes con sus vehículos, no procede aceptar la ale-
gación planteada en el recurso.

El precepto citado es muy claro y no admite dudas con 
respecto a la responsabilidad que en este caso tiene la 
empresa transportista, y no el conductor del vehículo. Por 
lo tanto no procede en derecho eximirla de la responsabi-
lidad en que ha incurrido.

Cabe manifestar que el punto 2 de este mismo artículo 
prevé la posibilidad de que las personas responsables 
puedan deducir las acciones que resulten proceden-
tes contra las personas que sean materialmente imputa-
bles las infracciones.

En su virtud, esta Secretaría General de Transportes, 
de conformidad con la propuesta formulada por la Subdi-
rección General de Recursos, ha resuelto desestimar el 
recurso de alzada interpuesto por don Rafael Santos 
Vela, en nombre y representación de Transportes Santos, 
S. A., contra la Resolución de la Dirección General de 
Transportes por Carretera de fecha 19 de diciembre
de 2003, que le sanciona con multa de 300,00 euros por 
la comisión de una infracción grave, debido a la falta de 
conservación a disposición de la Administración de los 
discos del tacógrafo, ya que se ha constatado la falta de 
discos correspondientes a un vehículo de su propiedad, al 
no haber una concordancia entre los kilómetros finales e 
iniciales de los que sí se han presentado a requerimiento 
de los Servicios de Inspección.

Contra la presente resolución, que pone fin a la vía 
administrativa, cabe recurso contencioso-administrativo, 
ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Adminis-
trativo, con sede en Madrid, en el plazo de dos meses 
contados a partir del día siguiente al de su notificación.

La referida sanción deberá hacerse efectiva dentro del 
plazo de quince días hábiles a partir del siguiente al de la 
notificación de la presente resolución, transcurrido el 
cual sin haber satisfecho la sanción impuesta en período 
voluntario, se exigirá en vía ejecutiva, según lo estableci-
do en los artículos 146.4 de la LOTT y 215 de su Regla-
mento de aplicación, incrementada con el recargo de 
apremio y en su caso, los correspondientes intereses de 
demora.
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La multa impuesta deberá hacerse efectiva median-
te ingreso o transferencia en la Cuenta Corriente
n.º 0200000470, D.C. 42, del BBVA, entidad 0182, ofi-
cina n.º 9002 del Paseo de la Castellana, n.º 67. de Ma-
drid, haciendo constar expresamente el número del expe-
diente sancionador.»

Madrid, 28 de abril de 2005.–El Subdirector General 
de Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 22.726/05. Anuncio de la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la In-
formación sobre notificación a los titulares de las 
concesiones administrativas que se relacionan, 
de la liquidación de la tasa por reserva del domi-
nio público radioeléctrico: Barcelona; Rias So-
noras, S.A.; A36112936; DGT -8880656.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 112 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
(«Boletín Oficial del Estado» número 302, del 18 de di-
ciembre de 2003), y habiéndose intentado la notificación 
por dos veces sin que haya podido practicarse por causas 
no imputables a la Administración, por el presente anuncio 
se cita a los obligados tributarios que se relacionan en el 
anexo adjunto, para ser notificados por comparecencia de 
las liquidaciones de las tasas por reserva del dominio pú-
blico radioeléctrico practicadas por esta Secretaría de Es-
tado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la In-
formación, órgano gestor de las mismas, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de 
Telecomunicaciones, y en el Real Decreto 1750/1998, de 
31 de julio, por el que se regulan las citadas tasas, corres-
pondientes al ejercicio 2002 y a las concesiones de uso 
privativo del espectro radioeléctrico que se indican, en 
procedimiento de recaudación en período voluntario.

Los interesados o sus representantes deberán compa-
recer para ser notificados en el plazo de quince días natu-
rales contados desde el siguiente al de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado», en horario de nueve a 
catorce horas, de lunes a viernes, en la Jefatura Provin-
cial de Inspección de Telecomunicaciones de Barcelona, 
sita en calle Marquesa, 12, Barcelona.

Cuando transcurrido dicho plazo no se hubiese com-
parecido, la notificación se entenderá producida a todos 
los efectos legales desde el día siguiente al del venci-
miento del plazo señalado para comparecer.

Madrid, 28 de abril de 2005.–El Jefe del Área de Tele-
comunicaciones y Tecnologías de la Información, Enri-
que G. Martínez Pinto.

Relación que se cita, con expresión de provincia, titular, 
número de documento nacional de identidad/número de 

identificación fiscal y referencia

Barcelona. Rias Sonoras, S.A. A36112936. DGT-8880656. 

 22.727/05. Anuncio de la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la In-
formación sobre notificación a los titulares de las 
concesiones administrativas que se relacionan, 
de la liquidación de la tasa por reserva del domi-
nio público radioeléctrico: Madrid; Alcoa Ines-
pal, S.A.; A28000164; C C -0000011 y otros.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 112 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
(«Boletín Oficial del Estado» número 302, del 18 de di-
ciembre de 2003), y habiéndose intentado la notificación 
por dos veces sin que haya podido practicarse por causas 
no imputables a la Administración, por el presente anun-
cio se cita a los obligados tributarios que se relacionan en 
el anexo adjunto, para ser notificados por comparecencia 
de las liquidaciones de las tasas por reserva del dominio 

público radioeléctrico practicadas por esta Secretaría de 
Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información, órgano gestor de las mismas, de acuerdo 
con lo dispuesto en la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, 
General de Telecomunicaciones, y en el Real Decreto 
1750/1998, de 31 de julio, por el que se regulan las cita-
das tasas, correspondientes al ejercicio 2004 y a las con-
cesiones de uso privativo del espectro radioeléctrico que 
se indican, en procedimiento de recaudación en período 
voluntario.

Los interesados o sus representantes deberán compa-
recer para ser notificados en el plazo de quince días natu-
rales contados desde el siguiente al de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado», en horario de nueve a 
catorce horas, de lunes a viernes, en la Jefatura Provincial 
de Inspección de Telecomunicaciones de Madrid, sita en 
calle Alcalá, 50, Madrid.

Cuando transcurrido dicho plazo no se hubiese com-
parecido, la notificación se entenderá producida a todos 
los efectos legales desde el día siguiente al del venci-
miento del plazo señalado para comparecer.

Madrid, 29 de abril de 2005.–El Jefe del Área de Tele-
comunicaciones y Tecnologías de la Información, Enri-
que G. Martínez Pinto.

Relación que se cita, con expresión de provincia, titular, 
número de documento nacional de identidad/número de 

identificación fiscal y referencia

Madrid. Alcoa Inespal, S.A. A28000164. C C-0000011.
Madrid. Babcock Kommunal MBH y Técnicas Medioam-

bientales Tecmed S.A.-UTE. G81908675. C C-0100016. 

 22.728/05. Anuncio de la Secretaría de Estado 
de Telecomunicaciones y para la Sociedad de 
la Información sobre notificación a los titula-
res de las concesiones administrativas que se 
relacionan, de la liquidación de la tasa por 
reserva del dominio público radioeléctrico: 
Tarragona; Cargill España, S.A.; A28090421; 
T T -9600029.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 112 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
(«Boletín Oficial del Estado» número 302, del 18 de 
diciembre de 2003), y habiéndose intentado la notifica-
ción por dos veces sin que haya podido practicarse por 
causas no imputables a la Administración, por el pre-
sente anuncio se cita a los obligados tributarios que se 
relacionan en el anexo adjunto, para ser notificados por 
comparecencia de las liquidaciones de las tasas por re-
serva del dominio público radioeléctrico practicadas 
por esta Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y 
para la Sociedad de la Información, órgano gestor de las 
mismas, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 11/1998, 
de 24 de abril, General de Telecomunicaciones, y en el 
Real Decreto 1750/1998, de 31 de julio, por el que se 
regulan las citadas tasas, correspondientes al ejercicio 
2002 y a las concesiones de uso privativo del espectro 
radioeléctrico que se indican, en procedimiento de re-
caudación en período voluntario.

Los interesados o sus representantes deberán com-
parecer para ser notificados en el plazo de quince 
días naturales contados desde el siguiente al de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado», en 
horario de nueve a catorce horas, de lunes a viernes, 
en la Jefatura Provincial de Inspección de Telecomu-
nicaciones de Tarragona, sita en plaza Imperial Ta-
rraco, 4, Tarragona.

Cuando transcurrido dicho plazo no se hubiese com-
parecido, la notificación se entenderá producida a todos 
los efectos legales desde el día siguiente al del venci-
miento del plazo señalado para comparecer.

Madrid, 28 de abril de 2005.–El Jefe del Área de Tele-
comunicaciones y Tecnologías de la Información, Enri-
que G. Martínez Pinto.

Relación que se cita, con expresión de provincia, titular, 
número de documento nacional de identidad/número de 

identificación fiscal y referencia

Tarragona. Cargill España, S.A. A28090421. T T-9600029. 

 22.729/05. Anuncio de la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la In-
formación sobre notificación a los titulares de las 
concesiones administrativas que se relacionan, de 
la liquidación de la tasa por reserva del dominio 
público radioeléctrico: Coruña (A); Juan Ramón 
Díaz García; 35941875M; C C -0200016 y otros.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 112 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, («Bo-
letín Oficial del Estado» número 302, del 18 de diciembre 
de 2003), y habiéndose intentado la notificación por dos 
veces sin que haya podido practicarse por causas no imputa-
bles a la Administración, por el presente anuncio se cita a 
los obligados tributarios que se relacionan en el anexo ad-
junto, para ser notificados por comparecencia de las liquida-
ciones de las tasas por reserva del dominio público radio-
eléctrico practicadas por esta Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información, 
órgano gestor de las mismas, de acuerdo con lo dispuesto en 
la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomu-
nicaciones, y en el Real Decreto 1750/1998, de 31 de julio, 
por el que se regulan las citadas tasas, correspondientes al 
ejercicio 2004 y a las concesiones de uso privativo del es-
pectro radioeléctrico que se indican, en procedimiento de 
recaudación en período voluntario.

Los interesados o sus representantes deberán compa-
recer para ser notificados en el plazo de quince días natu-
rales contados desde el siguiente al de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado», en horario de nueve a 
catorce horas, de lunes a viernes, en la Jefatura Provin-
cial de Inspección de Telecomunicaciones de A Coruña, 
sita en Paseo de Ronda, 1, A Coruña.

Cuando transcurrido dicho plazo no se hubiese com-
parecido, la notificación se entenderá producida a todos 
los efectos legales desde el día siguiente al del venci-
miento del plazo señalado para comparecer.

Madrid, 5 de abril de 2005.–El Jefe del Área de Tele-
comunicaciones y Tecnologías de la Información, Enri-
que G. Martínez Pinto.

Relación que se cita, con expresión de provincia, titular, 
número de documento nacional de identidad/número de 

identificación fiscal y referencia

Coruña (A). Juan Ramón Díaz García. 35941875M. 
C C-0200016.

Coruña (A). Casino del Atlántico S.A. A15104276. 
C C-8800050.

Coruña (A). Habilitación Naval Ferrol S.A. (Hanafe-
sa). A15034275. C C-9000001.

Coruña (A). Escudo Vigilancia y Seguridad S.A. 
A15304439. C C-9300071.

Coruña (A). Coacon, S.L. B15432396. C C-9300112.
Coruña (A). Ambulancias San Cristóbal, S.L. 

B15392145. C C-9400103.
Coruña (A). Seguridade Galega, S.A. A15094741. 

C C-9900026.
Coruña (A). Escudo Vigilancia y Seguridad S.A. 

A15304439. C OR-0200010.
Coruña (A). Medios Autonómicos de Radiodifusión 

Gallegos, S.L. B15618465. DGC-9800097. 

 22.739/05. Anuncio de la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la In-
formación sobre notificación a los titulares de las 
concesiones administrativas que se relacionan, 
de la liquidación de la tasa por reserva del domi-
nio público radioeléctrico: Palmas (Las); Corpo-
ración Canaria de Información y Radio, S.A.; 
A35208115; DGTF-9033620.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 112 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
(«Boletín Oficial del Estado» número 302, del 18 de di-
ciembre de 2003), y habiéndose intentado la notificación 
por dos veces sin que haya podido practicarse por causas 
no imputables a la Administración, por el presente anuncio 
se cita a los obligados tributarios que se relacionan en el 
anexo adjunto, para ser notificados por comparecencia de 
las liquidaciones de las tasas por reserva del dominio pú-
blico radioeléctrico practicadas por esta Secretaría de Es-
tado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la In-


